
ACCIÓN DE TUTELA 

Honorable  

JUEZ CONSTITUCIONAL (REPARTO) 

BUCARAMANGA  

 

ASUNTO ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE PAOLA KATHERINE JAIME 

TARAZONA en calidad de agente 
oficioso de mi hija ALAIA SALOME 
DUEÑEZ JAIME 

ACCIONADO EPS SURAMERICANA S.A. 

 

PAOLA KATHERINE JAIME TARAZONA, identificada con cedula de 

ciudadanía No. 1.095.933.678 expedida en Girón (Santander), obrando 

como AGENTE OFICIOSO de mi hija ALAIA SALOME DUEÑEZ JAIME, 

en condición de discapacidad (múltiple), Microcefalia, Neumonitis, 

Traqueostomía, Gastrostomía, rasgos dismórficos menores (cuello corto, 

aranodactilia, epicanto, arco plantar marcado, desviación cubital, atrofia 

cerebral, parálisis bilateral), Parálisis en Cuerdas Vocales, hipotonía 

severa y disfagia orofaríngea,  menor de edad, identificada con Registro 

Civil No. 1.095.963.809, acudo ante usted en solicitud del amparo 

constitucional establecido en el Artículo 86 de la Constitución Política 

denominado ACCION DE TUTELA en contra de EPS SURAMERICANA 

S.A., con el objeto de obtener el amparo judicial de los derechos 

constitucionales a la SALUD, VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y 

JUSTAS, SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL e INTEGRIDAD 

FISICA, cuyos hechos y consideraciones expongo a continuación:  

 

HECHOS Y CONSIDERACIONES: 

 

PRIMERO: PAOLA KATHERINE JAIME TARAZONA, obrando como 

AGENTE OFICIOSO de mi hija ALAIA SALOME DUEÑEZ JAIME, en 

condición de discapacidad  múltiple, quien tiene Seis (6) Meses de edad. 

 

SEGUNDO: Que mi hija fue establecida con diagnóstico de Microcefalia, 

Neumonitis, Traqueostomía, Gastrostomía, rasgos dismórficos 

menores (cuello corto, aranodactilia, epicanto, arco plantar 

marcado, desviación cubital, atrofia cerebral, parálisis bilateral), 
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Parálisis en Cuerdas Vocales, hipotonía severa y disfagia 

orofaríngea,  es por esto que requiere con urgencia valoración por 

diferentes especialidades, las cuales generan una serie de gastos tanto 

de transporte y desplazamientos todos los días en un alto volumen para 

poder acudir a citas y exámenes médicos, lo cual se me dificulta. 

 

TERCERO: Debido a las patologías antes mencionadas se requiere con 

urgencia el Servicio de transporte para las citas médicas y tratamientos 

de manera integral por el estado de salud tan delicado y la edad que tiene, 

por lo cual debe ser amparado constitucionalmente encontrándose en 

debilidad manifiesta.   

 

TERCERO: Debido a las múltiples patologías que presenta, tuvo que ser 

sometida a dos cirugías sobre las cuales se tuvo que firmar pagare por 

cada una de las cirugías por unos montos que no han sido posible cubrir, 

toda vez que con lo que se percibe de ingresos se invierte en el 

sostenimiento y gastos del hogar no quedando la posibilidad de tener para 

el sustento, transgrediéndose de esta manera los derechos 

fundamentales a la SALUD, VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y 

JUSTAS, SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL e INTEGRIDAD 

FISICA. 

 

CUARTO: Señor Juez, es de resaltar que mi hija  es un ser humano que 

tiene derecho a vivir en condiciones dignas, a pesar que viene padeciendo 

estas múltiples enfermedades, asimismo no contamos con recursos 

económicos para sufragar todos estos gastos que generan la atención 

para cada especialista, por tal razón es imperioso y necesario que sea 

exonerada de los copagos para citas médicas, hospitalización y servicios 

médicos, así como medicamentos,  en aras de mejorar su salud y calidad 

de vida, garantizando los derechos fundamentales referidos.  

 

DERECHOS SOBRE LOS CUALES SE INVOCA LA PROTECCIÓN 

Solicito ante su despacho para que proteja los derechos fundamentales de mi 

hija, tales como la SALUD, VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS, 

SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL e INTEGRIDAD FISICA. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO  

 

Los consagrados en la carta magna en sus artículos 49, 11, y 86 de la 

misma, así como los decretos reglamentarios 2591 de 1991 y 306 de 

1992,  

 

PROCEDENCIA DE TUTELA. 

 

✓ TITULO I, CAPITULO 1, de la Constitución Política de Colombia en 
su artículo primero, donde se consagra la Dignidad Humana. 

✓ TITULO II, CAPITULO 2, de la Constitución Política de Colombia en 
sus artículos 46 en concordancia con el Titulo II, Capítulo 1 de la 

misma en sus artículos 11 y 13. 

 

En la Sentencia T-645 de 1996[31] la Corte señaló que:  

 “El derecho a la integridad física [y a la salud de la que ésta 

depende], es una prolongación del derecho a la vida, que además 

es una manifestación directa del principio de la dignidad humana, 

impone tanto el respeto por el derecho a la no violencia física y 

moral, como el derecho al máximo trato razonable y la mínima 

disminución del cuerpo y el espíritu. El Estado, [entre otros], debe 

proteger al individuo y, cuando se trata de preservar 

razonablemente y en condiciones óptimas posibles la salud, 

integridad y vida de las personas, el Estado debe poner todos los 

medios económicos posibles para obtener la mejoría de los 

administrados.” (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

La Honorable Corte Constitucional estableció en su Sentencia T-

067/12, la cual reza:  

La jurisprudencia constitucional ha señalado que todas las personas 

tienen el derecho a recibir la asistencia médica necesaria para la 

recuperación de su salud, situación que en algunos casos excepcionales 

puede conllevar incluso el servicio de transporte, siempre y cuando (i) ni 

el paciente ni la familia cuenten con los recursos económicos para cubrir 

el mencionado servicio y (ii) que en caso de no otorgarse el medicamento, 

procedimiento o tratamiento, se amenace “la vida, la integridad física o 

el estado de salud del usuario”.   En cuanto al cubrimiento de gastos de 

traslado para el acompañante, esta Corporación señala que la protección 

procede cuando, atendiendo el concepto médico, el paciente requiere de 

un tercero para hacer posible su desplazamiento o para garantizar su 

integridad física y la atención de sus necesidades más apremiantes. Al 

respecto señaló: “la autorización del pago del transporte del 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-591-08.htm#_ftn31
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acompañante resulta procedente cuando (i) el paciente es totalmente 

dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiere atención 

permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado 

de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su núcleo familiar cuenten con los 

recursos suficientes para financiar el traslado. 

 

La Honorable Corte Constitucional sostuvo en Sentencia T-099/99, a 

saber:  

DERECHO A LA VIDA DIGNA 

El concepto de vida, supone un derecho constitucional fundamental no 

entendido como una mera existencia, sino como una existencia digna con 

las condiciones suficientes para desarrollar, en la medida de lo posible, 

todas las facultades de que puede gozar la persona humana; así mismo, 

un derecho a la integridad personal en todo el sentido de la expresión 

que, como prolongación del anterior y manifestación directa del principio 

de la dignidad humana, impone tanto el respeto por la no violencia física 

y moral, como el derecho al máximo trato razonable y la mínima 

afectación posible del cuerpo y del espíritu. El ser humano, necesita 

mantener ciertos niveles de salud para sobrevivir y 

desempeñarse, de modo que, cuando la presencia de ciertas  

anomalías en la salud, aún cuando no tenga el carácter de 

enfermedad, afectan esos niveles, poniendo en peligro la dignidad  

personal, resulta válido pensar que el paciente tiene derecho, a 

abrigar esperanzas de recuperación, a procurar alivio a sus 

dolencias, a buscar, por los medios posibles, la posibilidad de una 

vida, que no obstante las dolencias, pueda llevarse con dignidad. 

Sentencia T-091/11 

Además, el reconocimiento por parte de la Corte del principio de 

integralidad en la prestación del servicio de salud en los menores, implica 

el deber de brindar la atención completa en salud, con independencia de 

que el conjunto de prestaciones requeridas estén excluidas de los planes 

obligatorios. Lo anterior es reforzado por el mandato constitucional de 

una mayor protección al derecho fundamental a la salud de los menores 

y la obligación del Estado de garantizar la prestación del derecho a la 

seguridad social (Art. 13 y 46 CP). En este estado de situaciones, ante la 

existencia de un criterio determinador de la condición de salud del 

agenciado, consistente en que requiere un conjunto de prestaciones en 

materia de salud relacionadas con los padecimientos como Microcefalia, 

Neumonitis, Traqueostomía, Gastrostomía, rasgos dismórficos menores 

(cuello corto, aranodactilia, epicanto, arco plantar marcado, desviación 

cubital, atrofia cerebral, parálisis bilateral), Parálisis en Cuerdas Vocales, 

hipotonía severa y disfagia orofaríngea y en la corta edad del accionante 
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que le otorga una protección reforzada al derecho fundamental a la salud. 

Es deber del juez o jueza de tutela reconocer la atención integral y 

concretar el principio de integralidad de salud, con ello, reconocer los 

servicios destacados  por los médicos de la IPS y los solicitados por la 

agente oficiosa, en relación a requerir del servicio de transporte integral 

para el paciente y su acompañante, la exoneración de copago para citas, 

hospitalización, medicamentos y servicios médicos “con una enfermedad 

orgánica con curso prolongado, que para su atención requiere de acciones 

a mediano y largo plazo;” se escapa a la órbita del juez constitucional 

señalar la periodicidad del tratamiento necesario para el agenciado, pues 

esto, sólo lo puede determinar el médico tratante. En esta lógica, se debe 

proteger el derecho al diagnóstico y ordenar que se le asigne transporte 

en ambulancia para llevar a citas y demás controles que requiera,  médico 

domiciliario al menos una vez por semana. 

La Corte Constitucional en Sentencia T-039/13, manifestó A 

saber: 

Procede el amparo en sede de tutela cuando resulta imperioso 

velar por los intereses de cualquier persona que así lo requiera. 

En tal sentido, la salud como servicio público esencial a cargo del 

Estado, además de regirse por los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, que consagra expresamente el 

artículo 49 de la Constitución Política, debe dar cumplimiento al 

principio de continuidad, que conlleva su prestación de forma 

ininterrumpida, constante y permanente, sin que sea admisible su 

paralización sin la debida justificación constitucional. Lo anterior, 

por cuanto la materialización del derecho fundamental a la salud 

exige que todas las entidades que prestan dicho servicio se 

obliguen a la óptima prestación del mismo, en la búsqueda del 

goce efectivo de los derechos de sus afiliados conforme al marco 

normativo señalado, comoquiera que la salud compromete el 

ejercicio de distintas garantías, como es el caso del derecho a la 

vida y a la dignidad humana.De acuerdo con las reglas 

jurisprudenciales, corresponde el juez de tutela evaluar si el 

requerimiento del servicio de transporte es pertinente, necesario 

y urgente con referencia a la situación de salud específica del 

usuario. Así mismo, debe indagar si el hecho de no autorizarse un 

servicio de traslado se convierte en un obstáculo para acceder al 

servicio de salud de manera adecuada y con dignidad, cuando se 

verifique que la situación económica del accionante y su familia 

es insuficiente para asumirlo por sus propios medios. Esta 

Corporación ha indicado que existen circunstancias que ameritan 

el suministro de un medicamento o la práctica de un tratamiento 

o intervención no POS, en aquellos eventos en los que dicha 

situación amenaza o vulnera la integridad personal y la vida en 
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condiciones dignas y justas del paciente. Es necesario recordar 

que este Tribunal en abundante jurisprudencia ha estudiado el 

asunto del suministro de pañales, bajo el entendido de que si bien 

no pueden entenderse strictu sensu como un servicio médico, se 

trata de un elemento indispensable para la salud, para preservar 

el goce de una vida en condiciones dignas y justas de quien lo 

requiere con urgencia, y debe ser facilitado aunque no allegue al 

expediente fórmula del médico tratante adscrito a la entidad que 

prescriba su suministro. 

Jurisprudencia de esta Corporación ha ordenado en numerosas ocasiones 

que las EPS asuman los gastos de transporte y manutención para hacer 

efectivos los tratamientos médicos de los pacientes, siempre que se 

acredite su imposibilidad de asumir dicho costo, con fundamento en el 

deber de garantizar el acceso a la promoción, protección y recuperación 

de la salud por las empresas promotoras de salud y el principio de acceso 

efectivo del afiliado al Sistema General de Seguridad Social. Así, el juez 

constitucional cuenta con la potestad de ordenar, con cargo a las EPS o al 

Estado, el traslado del paciente al lugar donde debe recibir el tratamiento, 

atención medica que requiera, y así poner fin a la vulneración continuada 

del derecho fundamental. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA -SALA DE CASACIÓN PENAL, SALA 

DE DECISIÓN DE TUTELAS N° 64611, manifestó requisitos: 

“(i) que se encuentre demostrado que ni el paciente ni su familia cuentan 

con ingresos suficientes para sufragar el costo del traslado a la localidad 

donde debe ser suministrado el servicio, (ii) que se encuentre acreditado 

que la prestación de éste es indispensable para garantizar el derecho a la 

salud o a la integridad del  paciente” . 

Así lo puntualizó en la sentencia C-463 de 2008 al indicar que: 

“(…) el Sistema de Seguridad Social en Salud se caracteriza por (i) ser un 

derecho irrenunciable de toda persona y (ii) un derecho fundamental, 

estatus que se desprende de los principios de solidaridad, eficiencia y 

universalidad primordialmente, que puede ser protegido de manera 

autónoma por vía de acción de amparo constitucional “en cuanto afecta 

directamente la calidad de vida.”. (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original) 

Agregó, que“[d]el principio de universalidad en materia de salud se deriva 

primordialmente el entendimiento de esta Corte del derecho a la salud 

como un derecho fundamental, en cuanto el rasgo primordial de la 
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fundamentalidad de un derecho es su exigencia de universalidad, esto es, 

el hecho de ser un derecho predicable y reconocido para todas las 

personas sin excepción, en su calidad de tales, de seres humanos con 

dignidad.” 

En suma, para la Corte todas las personas sin excepción alguna, pueden 

acudir a la acción de tutela para lograr la efectiva protección de su derecho 

constitucional fundamental a la salud, cuando encuentren que el no 

suministro de procedimientos, tratamientos o medicamentos excluidos de 

las categorías legales y reglamentarias, significa (i) lesionar de manera 

seria y directa la dignidad humana de la persona afectada con la 

vulneración del derecho; (ii) se pregona de un sujeto de especial 

protección constitucional y/o (iii) implica poner a la persona afectada en 

una condición de indefensión por su falta de capacidad de pago para hacer 

valer ese derecho ”. 

SENTENCIA T-591/08 

Alcance de los derechos constitucionales a la salud y a la vida en 

personas que en razón de la discapacidad que padecen no pueden 

valerse por sí mismos.  

En reiterada jurisprudencia esta Corporación ha precisado que el 

derecho a la salud, a pesar de ser, en principio, un derecho 

asistencial, puede por conexidad con el derecho a la vida, ser 

catalogado como un derecho fundamental, de carácter 

prestacional y fundado sobre el respeto a la vida y a la dignidad 

humana. 

 Dicha regla general, ha evolucionado y en la actualidad ya existe 

consenso en la comunidad jurídica a partir de la fuerza vinculante del 

precedente constitucional, en reconocer a la salud no como un mero 

servicio público que se brinda por el Estado en mayor o menor medida 

según sus políticas públicas (Art. 49 C.P.) sino como un típico derecho 

subjetivo[20] cuyo contenido interpretado de conformidad con el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales[21] en 

cumplimiento de lo ordenado por el artículo 93 Superior otorga a cada 

una de las personas residentes en Colombia el derecho al disfrute del más 

alto nivel posible de salud física y mental, de carácter fundamental 

autónomo en lo atinente a: i) recibir la atención de salud definida en el 

Plan Básico de Salud, el Plan Obligatorio de Salud y el Plan Obligatorio de 

Salud Subsidiado[22], ii) a obtener la protección de los elementos 

esenciales del derecho a la salud como son la disponibilidad, la 

accesibilidad[23], la aceptabilidad y la calidad definidas en la Observación 

General N°14 del Comité de Derechos Económicos Sociales y 

Culturales[24] y, iii) en los casos en que el paciente sea un sujeto de 
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especial protección como en el caso de las niñas y niños[25], las personas 

con discapacidad[26] y los adultos mayores.[27] 

 La salud es un concepto que guarda íntima relación con el bienestar del 

ser humano y que dentro del marco del Estado social, al convertirse en 

derecho, se constituye en un postulado fundamental del bienestar 

ciudadano al que se propende en el nuevo orden social justo, a fin de 

garantizar un mínimo de dignidad a las personas. En este sentido se ha 

indicado que el derecho a la salud comprende la facultad que tiene todo 

ser humano de mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física 

como en el plano de la operatividad mental, y de restablecerse cuando se 

presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su 

ser. Implica, por tanto, una acción de conservación y otra de 

restablecimiento.[28]  

 En la Sentencia T-645 de 1996[31] la Corte señaló que:  

 “El derecho a la integridad física [y a la salud de la que ésta 

depende], es una prolongación del derecho a la vida, que además 

es una manifestación directa del principio de la dignidad humana, 

impone tanto el respeto por el derecho a la no violencia física y 

moral, como el derecho al máximo trato razonable y la mínima 

disminución del cuerpo y el espíritu. El Estado, [entre otros], debe 

proteger al individuo y, cuando se trata de preservar 

razonablemente y en condiciones óptimas posibles la salud, 

integridad y vida de las personas, el Estado debe poner todos los 

medios económicos posibles para obtener la mejoría de los 

administrados.” (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 El Estado social tiene como fundamento (Art. 1 C.P.) y finalidad esencial 

(Art. 2 ídem) garantizar la efectividad del derecho a la vida digna, el cual 

está referido al sustrato mínimo de condiciones materiales de existencia, 

acordes con su condición humana, la cual riñe con toda situación de 

maltrato o de menoscabo de la integridad y respetabilidad del individuo. 

Por ello, cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la 

persona, siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho 

consagrado en el artículo 11 de la Constitución Política.[32] 

 Respecto al derecho a la vida, la Corte Constitucional[33] ha elaborado 

un concepto amplio del mismo al considerar que tal derecho no se debe 

entender desde una dimensión meramente biológica, sino como un 

derecho cualificado que implica el reconocimiento y búsqueda de una vida 

 

 AGENCIA OFICIOSA. 

En sentencia T-44 de 1996, la corte ha sostenido la siguiente posición 

en cuanto a este punto:   
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“…La agencia oficiosa, desde luego, no puede encontrar fundamento 

sino en la imposibilidad de defensa de la persona a cuyo nombre se 

actúa. El propósito de la misma consiste en evitar que, por la sola falta 

de legitimación para actuar, en cuanto no se pueda acreditar un interés 

directo, se sigan perpetrando los actos violatorios de los derechos 

fundamentales, prosiga la omisión que los afecta, o se perfeccione la 

situación amenazante que pesa sobre ellos. 

Se trata una vez más de asegurar la vigencia efectiva de los derechos 

por encima de formalidades externas, en una manifestación de la 

prevalencia del Derecho sustancial, de conformidad con lo previsto en 

el artículo 228 de la Carta. 

Es, por ello, una forma de lograr que opere el aparato judicial del 

Estado, aun sin la actividad de quien tiene un interés directo. Se trata 

de lograr la atención judicial del caso de quien actualmente no puede 

hacerse oír. Es en su interés que se consagra la posibilidad de que el 

Estado obre a partir de la solicitud del agente oficioso…” 

DERECHO A LA SALUD: 

La SALUD es un derecho fundamental del ser humano y un presupuesto 

esencial del ejercicio de otros derechos fundamentales. 

Respecto del carácter fundamental del derecho a la salud, la Corte 

Constitucional ha sostenido en torno a este tema, que la mencionada 

naturaleza de fundamental, se da  como prolongación necesaria del 

derecho a la vida, pues en estricto sentido el derecho a la vida es el 

derecho fundamental por excelencia por cuanto en él se fundan todos los  

demás derechos. 

En lo que atañe a la salud como presupuesto esencial del ejercicio de otros 

derechos fundamentales, requiere un ambiente propicio para que tal 

acción se despliegue en toda su dimensión. El mencionado ámbito de 

ejercicio está dado por muchos factores, entre ellos, unas condiciones 

mínimas, físicas y mentales que disfruta el ser humano, pues 

necesariamente se necesita de la salud en todo sentido para poder 

ejercer con plenitud los derechos fundamentales. En ese orden de 

ideas el derecho constitucional a la salud es también un medio de 

concreción de derechos fundamentales y por conexidad tal como lo ha 

manifestado la Corte Constitucional, adquiere el carácter de fundamental. 

DERECHO A LA VIDA. 

El artículo 11 de nuestra Carta Política establece: El derecho a la vida es 

inviolable, es el primero y más  fundamental de los derechos humanos 

pues viene a ser la “CONDITION SINE QUA NON” para el ejercicio, goce y 

disfrute de los demás bienes jurídicos que tiene por titular la persona.  
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De este derecho se derivan entre otros el derecho al mínimo vital y a 

la salud del ser humano, que se ve afectada ya que es una prolongación 

necesaria del respeto al derecho a la vida, pues en estricto sentido es el 

derecho fundamental por excelencia por cuanto en él se fundamentan los 

demás derechos. 

El derecho a la  vida consagrado en nuestra Carta Política es fundamental 

porque por su esencia, contenido y alcance se presenta a los ojos del 

jurista como inherente a la persona humana, como un bien que hace parte 

de su juridicidad natural; a través de este derecho protegido por el Estado 

son fundamentales todos los derechos que por proceder de la naturaleza 

humana en sí misma considerada, pertenece a todos los hombres y a cada 

hombre en cualquier tiempo y lugar. La fundamentalidad del derecho a la 

vida es indispensable, pues a nadie escapa que hallan sus raíces los 

demás derechos. 

 

Por otra parte, es pertinente resaltar que la Corte Constitucional ha 

creado jurisprudencia constitucional en cuanto hace referencia al derecho 

de la vida y su consideración como el simple hecho de respirar.  Al 

respecto los Honorables Magistrados, han sido reiterativos en sus 

sentencias, al afirmar que el derecho a la vida no se puede considerar 

como la simple función de respirar, pues su concepción va más allá 

incluyendo aspectos tales como la calidad de vida y la vida digna a que 

tiene derecho cualquier persona, así como la garantía de todas las 

posibilidades de recuperación. Por lo que considera la vida en condiciones 

dignas de la siguiente manera, en Sentencia T – 099 de 1999:  

 

“El concepto de vida, supone un derecho constitucional fundamental no 

entendido como una mera existencia, sino como una existencia digna con 

las condiciones suficientes para desarrollar, en la medida de lo posible, 

todas las facultades de que puede gozar la persona humana; así mismo, 

un derecho a la integridad personal en todo el sentido de la expresión 

que, como prolongación del anterior y manifestación directa del principio 

de la dignidad humana, impone tanto el respeto por la no violencia física 

y moral, como el derecho al máximo trato razonable y la mínima 

afectación posible del cuerpo y del espíritu. El ser humano, necesita 

mantener ciertos niveles de salud para sobrevivir y desempeñarse, de 

modo que, cuando la presencia de ciertas  anomalías en la salud, aún 

cuando no tenga el carácter de enfermedad, afectan esos niveles, 

poniendo en peligro la dignidad  personal, resulta válido pensar que el 

paciente tiene derecho, a abrigar esperanzas de recuperación, a procurar 

alivio a sus dolencias, a buscar, por los medios posibles, la posibilidad de 

una vida, que no obstante las dolencias, pueda llevarse con dignidad. 
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Ahora, respecto a los menores con discapacidad quisiera resaltar lo 

dicho en la sentencia T-608 de 2007: 

 

“La protección constitucional a los menores se ve reforzada de manera especial 

cuando éstos sufren de alguna clase de discapacidad, puesto que en tal evento 

quedan amparados también por el mandato constitucional de proteger 

especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o 

mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (C.P. Art. 13). 

Al amparo de la previsión del artículo 13 de la Carta, que impone al Estado el deber 

de promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, las 

autoridades deben emprender acciones afirmativas a favor de grupos 

discriminados o marginados, categoría dentro de la cual cabe incluir a los 

discapacitados, y de manera particular, cuando se encuentran en condiciones de 

pobreza” 

 

E igualmente lo dicho en la sentencia T-282 de 2008: 

 
“La Corte ha reconocido que existen ciertas circunstancias que configuran 

excepciones al principio de subsidiariedad de la tutela y que la hacen procedente 

aún ante la existencia de un medio ordinario de defensa. Esta Corporación ha 

identificado tres situaciones 

donde el principio de subsidiariedad se desvanece y el amparo constitucional 

puede ser activado, como son: 

(i) Los medios ordinarios de defensa judicial no son suficientemente idóneos y 

eficaces para proteger los derechos presuntamente conculcados; (ii) aún cuando 

tales medios de defensa judicial sean idóneos, de no concederse la tutela como 

mecanismo transitorio de protección, se produciría un perjuicio irremediable a los 

derechos fundamentales; y iii) el accionante es un sujeto de especial protección 

constitucional (personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres 

cabeza de familia, población desplazada, niños y niñas), y por lo tanto su 

situación requiere de particular consideración por parte del juez de tutela. 

En estos casos, la Corte ha considerado que, en virtud de la necesidad de 

garantizar la protección constitucional reforzada de dichos sujetos, y con el fin 

de admitir la procedencia y prosperidad de la acción, el juez de tutela debe 

considerar con particular atención las circunstancias de debilidad manifiesta 

e indefensión en las que se encuentra el titular de los derechos invocados” 

 

 

VI. PRETENSIONES. 

 

Con fundamento en los hechos relacionados y las pruebas aportadas, 

solicito al señor(a) JUEZ, disponer y ordenar a la parte accionada lo 

siguiente: 
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PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales constitucionales a la 

SALUD, VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS, SEGURIDAD 

SOCIAL, MINIMO VITAL e INTEGRIDAD FISICA,  con carácter 

fundamental autónomo al tratarse de sujeto especial de una persona en 

condición de discapacidad MULTIPLE,  por parte de la EPS 

SURAMERICANA S.A. 

 

SEGUNDO: Ordenar a EPS SURAMERICANA S.A., que de manera 

inmediata le sea concedido el servicio de transporte para que mi hija 

ALAIA SALOME pueda ser llevada a las citas médicas, exámenes médicos, 

tratamientos y todo aquello que ordenen los especialistas y médicos 

tratantes, en aras de mejorar su salud y calidad de vida.  

 

TERCERO: Prevenir a EPS SURAMERICANA S.A. de que en ningún caso 

vuelvan a incurrir en las acciones que dieron mérito a iniciar esta tutela y 

que si lo hacen serán sancionadas conforme lo dispone el Art. 52 del 

Decreto 2591/91 (arresto, multa, sanciones penales). 

 

CUARTO: Que se exonere del pago de los acuerdos firmados con ocasión 

a las dos cirugías a que fue sometida mi hija y de ser posible la devolución 

de las cuotas canceladas, debido a que no tenemos las condiciones 

económicas para asumir este costo tan alto, así mismo se exonere de todo 

pago por cualquier concepto de servicio de salud prestado para atender 

su condición en materia de salud, es decir, copagos o cuotas de 

recuperación por concepto de medicina, tratamientos, hospitalización y 

citas médicas, teniendo en cuenta que no poseemos recursos económicos. 

 

 PRUEBAS 

Ruego señor(a)  Juez se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas 

documentales: 

1. Fotocopia de las historias clínicas y ordenes de Cirugía, Fisiatría, 

Gastroenterología, Genética, Neumología, Neurología, 

Oftalmología, Otorrinolaringología. 

2. Fotocopia los acuerdos de pago y de los documentos de 

identificación. 
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 COMPETENCIA 

 

Es Usted competente señor Juez, por la naturaleza Constitucional del 

asunto y por tener jurisdicción en el lugar donde ocurrió la vulneración o 

amenaza de los derechos fundamentales, invocados conforme al artículo 

37 del decreto 2591 de 1.991. 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he instaurado  otra   

TUTELA  con  fundamento en  los  mismos hechos  y derechos,  materia   

de esta acción y además  manifiesto que por este medio me ratifico en 

todo lo que queda expresado. 

 ANEXOS 

1. Copia de la misma para el archivo del juzgado. 

2. Las pruebas documentales anunciadas en el respectivo capítulo. 

 

NOTIFICACIONES 

 

Para el accionado: 

 
EPS SURAMERICANA S.A. 

Dirección: Calle 52 # 29-123, Bucaramanga, Santander 
Email: notificacionesjudiciales@epssura.com.co  

Teléfono: 6076470800 

 

La parte accionante: 

PAOLA KATHERINE JAIME TARAZONA  
Dirección: Calle 40 No.29A-19 Barrio Giraluz en el municipio de Girón – 

Santander.  
Email: paolajaime93@hotmail.com 

Celular: 3178748025 
 

 

Atentamente, 
 

 
 

 
 

 
PAOLA KATHERINE JAIME TARAZONA  

C.C No. 1.095.933.678 de Girón  

mailto:notificacionesjudiciales@epssura.com.co
mailto:paolajaime93@hotmail.com























































































